
Excelentísimo señor don Eduardo Monzón de Aragón, ciento 
ochenta y dos votos.

Por el puesto,de Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Jus­
ticia o Audiencia Territorial:

Excelentísimo señor don Ramón Salgado Camacho, doscien­
tos ochenta y seis votos.

Excelentísimo señor don Santiago Adolfo Martín Andrés, cien 
to treinta y seis votos

Por el puesto de Fiscal Jefe de la Audiencia Provincial:

Ilustrísimo señor don Jorge Sena Arguelles, doscientos cin­
cuenta y cinco votos.

Ilustrísimo señor don Bernardo Almendral Lucas, ciento se­
tenta y seis votos.

Por los puestos de categoría de Fiscal:

Ilustrísimo señor don Alfredo José Flores Pérez, doscientos 
noventa y ocho votos,.

Ilustrísimo señor don Francisco Hernández Gil, doscientos 
noventa y tres votos,

Ilustrísimo señor don Carlos Jiménez Villarejo, doscientos 
quince votos.

Ilustrísimo señor don Luis María Delgado López, ciento no­
venta y tres votos.

Ilustrísimo señor don José Luis Conde Salgado, ciento cin­
cuenta y nueve votos.

Ilustrísimo señor don Carlos Santalo Areces, cier.tro treinta 
votos.

Por los puestos de categoría de Abogado Fiscal:

Don Daniel Zubiri de Andrés, doscientos cuarenta y tres 
votos.

Don Gerardo Herrero Montes, doscientos treinta y nueve 
votos.

Don Serafín García Zarandieta, doscientos cuatro votos.
Don Rodolfo Chicoy Gamborino, doscientos tres votos.
Don Mariano Alonso Rodríguez, ciento ochenta y cinco vo­

tos.
Don Alfonso Vez Pazos, ciento setenta y cuatro votos.

En consecuencia, la Junta acordó proclamar Vocales elec­
tos del Consejo Fiscal a los siguientes señores:

Por el puesto de Fiscal de Sala:

Excelentísimo señor don Alejandro Sanvicente Sama.

Por él puesto de Fiscal Jefe de Tribunal Superior de Justi­
cia o Audiencia Territorial:

Excelentísimo señor don Ramón Salgado Camacho.

Por el puesto de Fiscal Jefe de Audiencia Provincial:

Ilustrísimo señor don Jorge Sena Argüelles.

Por los puestos de categoría de Fiscal:

Ilustrísimo señor don Alfredo José Flores Pérez.
Ilustrísimo señor don Francisco Hernández Gil.
Ilustrísimo señor don Carlos Jiménez Villarejo.

Por los puestos de categoría de Abogado Fiscal:

Don Daniel Zubiri de Andrés.
Don Gerardo Herrero Montes.
Don Serafín García Zarandieta.

Madrid, 29 de junio de 1983.—El Secretario de la Junta 
Electoral para el Consejo Fiscal, José Pareja Ruiz.—Visto bue- 
Do, el Fiscal general del Estado, Luis Antonio Burón Barba.

MINISTERIO DE DEFENSA

23452 ORDEN 111/02294/1983, de 23 de junio, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 
de enero de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don José Yáñez Prieto, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
Yáñez Prieto, quien postula por sí mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio de 
Defensa de 25 de octubre de 1978 y 23 de febrero de 1970, se ba 
dictado sentencia con fecha 20 de enero de 1983, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don José Yáñez Prieto, re­

presentado por el Procurador señor Isorna Casal, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 25 de octubre de 1978 y 23 de 
febrero de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mis­
mas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anu­
lamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a di­
cho recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento 
de destino por responsabilidad en la función, desde.la fecha 
de la efectividad económica en el empleo de Sargenlo fasta la 
entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando 
a la Administración al pago de las cantidades que resu ien, sin 
expresa imposición de costas

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1082, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE
Dios guarde a VV EE. muchos años.
Madrid, 23 de junio de 1983.—-Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarés

Excmos Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

23453 ORDEN 111/02295/1983, de 23 de junio, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 
de enero de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Victorino Tejedor 
Tejedor, Sargento de Infantería y Caballero Muti­
lado Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Vic­
torino Tejedor Tejedor, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado», contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 8 de mayo y 9 de julio de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 20 de enero de 1983, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Victorino Tejedor Te­
jedor, representado por el Procurador señor Dorremochea, con­
tra resoluciones del Ministerio de Defensa de 8 de mayo y 9 de 
julio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mismas 
en parte ajustadas a derecho, -y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho re­
currente el derecho que tiene a percibir el complemento de des­
tino por responsabilidad en la función, desde la fecha de su efec­
tividad económica en el empleo de Sargento, hasta la entrada en 
vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando,a la Admi­
nistración al pago de las cantidades que resulten, sin expresa 
imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos »

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV EE. muchos años.
Madrid, 23 de junio de 1983.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

23454 ORDEN 111/02296/1983, de 23 de junio, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por don Benjamín Salva­
dor de la Fuente, Sargento de Infantería y Caba­
llero Mutilado remanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, con Benja-



min Salvador de la Fuente, quien postula por sí mismo, y de 
otra, como demandada, la Administración Pública, representada 
y defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 30 de noviembre de 1978 y 27 de febre­
ro de 1979, se ha dictado sentencia con fecha 14 de febrero de 
1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

 «Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio- 
so-administrativo interpuesto por don Benjamín Salvador de la 
Fuente, representado por el Letrado señor Sans Sans, contra re­
soluciones del Ministerio de Defensa de 30 de noviembre de 1978 
y 27 de febrero de 1979, debemos declarar y declaramos no 
ser las mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuen­
cia, las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en 
en cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir 
el complemento de destino por responsabilidad en la función, 
desde la fecha de la efectividad económica de su ascenso a Sar 
gento, hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1970, de 11 de mar­
zo. condenando a la Administración al pago de las cantidades 
que resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/ 
1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 23 de junio de 1983.—Por delegación, él Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

23455 ORDEN 111/02297/1983, de 23 de junio, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 27 
de enero de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Clemente González 
González, Sargento de Infantería, Caballero Muti­
lado Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien 
cia Nacional, entre partes, de úna, como demandante, don Cle­
mente González González, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Astado, contra resoluciones del Mi­
nisterio de Defensa de 25 de febrero y 27 de abril de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 27 de enero de 1983, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Clemente González Gon­
zález, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 25 de 
febrero y 27 de abril de 1979, debemos declarar y declaramos no 
ser las mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuen­
cia, las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en 
cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el 
complemento de destino por responsabilidad en la función, 
desde la fecha de la efectividad económica de su ascenso a 
Sargento, hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1970, de 11 de 
marzo, condenando a .a Administración al pago de las cantida- 
que resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.“ de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. i-,E.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 23 de Junio de 1983.—Por Delegación, el Secretario 

General para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

23456 ORDEN 111/02298/1983, de 23 de junio, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Domingo Hernando 
Camarero, Sargento de Caballería, Caballero Muti­
lado Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Domingo 
Hernando Camarero, quien postula por si mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado», contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 15 de diciembre de 1978 y 28 de marzo 
de 1979, se ha dictado sentencia con fecha 14 de febrero de 
1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Domingo Hernando Ca­
marero, representado por el Letrado señor Sans Sans, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 15 de diciembre de 
1978 y 26 de marzo de 1979, debemos declarar y declaramos np 
ser las mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuen­
cia, las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en 
cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el 
complemento de destino por responsabilidad e.i la función, desde 
la fecha de la efectividad económica de su ascenso a Sargento, 
hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1Í78, de 11 de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediente administrativo al Ministerio 
de Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 23 de julio de 1983.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi­
chavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

23457 ORDEN 111/02299/1983, de 23 de junio, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don José González Igle­
sias, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, con José 
González Iglesias, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 4 de octubre de 1978 y 9 de marzo de 
1979, se ha dictado sentencia con fecha 14 de febrero de 1983, 
cuya parte dispositiva e9 como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don José González Iglesias, 
representado por el Letrado señor Sans Sans, contra resoluciones 
del Ministerio de Defensa de 4 de octubre de 1978 y de 9 de marzo 
de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las mismas en 
parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recú- 

“rrente el derecho que tiene a percibir el complemento de destino 
por responsabilidad en la función, desde la fecha de la efecti­
vidad económica de su ascenso a Sargento, hastq la entrada en 
vigor de la Ley 5/1970, de 11 de marzo, condenando a la Adminis­
tración al pago de las cantidades que resulten, sin expresa impo­
sición de costa3

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Asi por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú-


